STJSL-S.J. – S.D. Nº 163/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a catorce días del mes de septiembre de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO- Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ASSAT, JAIME DAVID c/ AUTOSAL S.A. – DAÑOS y PERJUICIOS s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP. Nº 124123/0.- 

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA (quien emitiera su voto el día 10/08/16), y ante su renuncia por haberse acogido al régimen jubilatorio a partir del 31/08/2016, toma el lugar de primer votante la Dra. LILIA ANA NOVILLO, continuando con el orden de votación los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que tal como luce a foja 969, la parte demandada interpuso recurso de casación contra sentencia interlocutoria Nº 516/2013, de fecha 23/12/2013, obrante a fs.964/965, dictada por la Cámara Civil, Comercial, Laboral y Minas Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, que declaró desierto el recurso de apelación, que la demandada hubo deducido contra la sentencia interlocutoria de primera instancia N° 79/2013 del 08/03/2013 (fs. 901 y vta.), que había regulado los honorarios de los abogados Mariana Graciela Estrada y Eduardo Luis Estrada Dubor.

Los fundamentos del recurso obran agregados a fs. 979/984. En la aludida fundación, la recurrente dijo interponerlo por la causal que lo habilita “…cuando se hubiera aplicado una ley o una norma que no correspondiere o hubiera dejado de aplicarse la que correspondiere…”.

Especificó que en la sentencia interlocutoria que reguló los honorarios de los doctores Estrada (primera instancia), lo hizo como si tales letrados hubieran sido los únicos profesionales que actuaron en representación del actor; pues se estableció un porcentaje para los letrados identificados que debería haber correspondido a todos los profesionales que representaron al actor.
Luego describió las actuaciones, que tuvieron los distintos abogados que intervinieron en el proceso, de lo cual concluyó que en relación a la participación de los abogados Mariana G. Estrada y Eduardo L. Estrada Dubor, les hubiese correspondido que les regularan $ 28.000.- (pesos veintiocho mil) en vez de los $ 84.000.- (pesos ochenta y cuatro mil), que les regularon.
A continuación abordó el fundamento por el cual la Cámara rechazó el recurso de apelación, al considerar desierta la apelación, en razón de que la demandada si bien apeló la interlocutoria N° 79/2013, no lo hizo respecto de su aclaratoria N° 251/2013 del 22/07/2013 (fs. 942), que es la que especificó que el monto de honorarios ascendía a la suma de $ 84.000.- (pesos ochenta y cuatro mil).
En relación a ello, dijo que en realidad los agravios que oportunamente expresó, se referían a la sentencia N° 79/2013 “…ya que las pautas y los porcentajes que fija para regular honorarios de los Dres. Estrada son incorrectos ya que tal como se manifestó dicho porcentaje corresponde a todos los abogados que intervinieron en representación de la parte actora…” (v. foja 980 vta. 3° párrafo).
Agregó que los Dres. Estrada, actuaron -teniendo en cuenta los expedientes que se unificaron-, sólo en la parte de la prueba –en el primer expediente- y en el segundo expediente en la interposición de la demanda, por lo que en realidad se les debía haber regulado únicamente, por las etapas efectivamente cumplidas. 
Finalizó solicitando se haga lugar al recurso. Hizo reserva.
2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, los interesados contestaron a fs. 1008/1010.

En la referida contestación, en primer término, dijeron que el recurso no se fundamenta, en ninguna de las causales previstas en el art. 287 del CPC y C.
De otra parte, defendieron el fallo de Cámara. Dijeron que la demandada apeló la interlocutoria N° 79/2013, y que respecto de ella se concedió la apelación; y que cuando fundamentó la apelación dijo: “…que viene a expresar agravios en contra de la Sentencia Interlocutoria N° 79…”; pero la sentencia N° 79/2013 reguló los honorarios en un monto de $ 56.000.- (pesos cincuenta y seis mil), y la demandada fundó su recurso de apelación, cuestionando el monto de $ 84.000.- (pesos ochenta y cuatro mil), que en realidad había sido fijado por la interlocutoria N° 251 que nunca fue apelada, y que por lo tanto está firme.
Respecto del actuar de la demandada en el punto, invocó el adagio latino nemo auditur propriam torpitudinem allegans, y concluyó solicitando se rechace el recurso de casación, con costas.
3) Que a fs. 1020 y vta., se pronunció el Procurador General subrogante dictaminado, que corresponde rechazar el recurso de casación en tratamiento, por los argumentos que expuso y que en razón de brevedad doy por reproducidos. 

4) Que ante todo corresponde, evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto de impugnación, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley, para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte, que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C.

Asimismo se observa, que se ha acompañado la boleta de depósito exigida por el artículo 290 del CPC y C.

Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A  LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo:1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en sujeción a lo que prescribe el art. 301 inc b del CPC y C., debe dilucidarse, si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado, y si el escrito de fundamentación se basta a sí mismo; caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, “Kravetz Elias Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).
Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización, y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que solo tiene viabilidad, en el caso que exista un motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido, esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: “a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª  Edición, p. 213; STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).-

2) Que del análisis de la exposición recursiva, resulta que como cuestión de fondo, se propone como materia la errónea aplicación de normas pertenecientes a la legislación arancelaria. 

En primer lugar, destaco que a lo largo de toda la argumentación propuesta no se ha identificado la norma, artículo o disposición, que se estima mal aplicada o cuál es la que debió aplicarse; lo que constituye una deficiencia suficiente para rechazar el recurso, que tiene principalmente una función nomofiláctica, que mal puede ser cumplida, si no se ha determinado con toda exactitud, la disposición sobre la que se asienta el fallo traído a casación.
De otra parte, en el presente es de aplicación la doctrina judicial, sentada en el precedente “GARCIA MAIZTEGUI JULIO C/ OSVALDO RUBEN MURACT- D. EJECUTIVA- RECURSO DE CASACIÓN”, Expte. N° 02-G-05 - STJSL-S.J. Nº 4/07, del 27/02/2007, en el que se cuestionaba la aplicación de normas del régimen de honorarios, respecto de lo cual se dijo: “…la materia del recurso, es de índole estrictamente procesal, y en este aspecto se debe recordar que la inobservancia o errónea interpretación debe versar sobre la ley sustantiva, es decir sobre las normas generales y abstractas que regulan y establecen derechos y obligaciones, y no las que determinan las formas de hacerlo valer ante los jueces…”
En dicho precedente, también se dijo que: “…(e)n el tópico adherimos a la tesitura de la jurisprudencia y de la doctrina que conciben que las normas que se relacionan con las costas y aranceles profesionales son de naturaleza procesal. Como enseña Podetti en Tratado de los Actos Procesales, «…las costas son el resultado de un proceso, pues los gastos que la integran se producen como consecuencia del mismo y los renglones más importantes son fijados por el Juez, se comprende sin esfuerzo, que en una institución procesal…» Cfr. obra cit. pág.113)…” 

Y en relación al régimen arancelario y la casación, se dijo: “…(l)a normativa sobre arancel profesional –Ley N° 5058-, no está comprendida por su naturaleza en ninguna de las enumeradas en el art. 303 del CPC y C., siendo asimilable a las referidas a costas, y por lo tanto las cuestiones que se susciten en torno a su interpretación no confiere viabilidad al recurso de casación. Este Alto Cuerpo tiene resuelto que siendo de naturaleza procesal lo relacionado a la determinación del monto del juicio y a la regulación de honorarios, las cuestiones que se susciten no son susceptibles del recurso de casación. Debemos recordar que en forma expresa el art.288 del CPC y C.  prescribe que el citado recurso no podrá fundarse en violaciones procesales” (Cfr. “MONSALVO, EDUARDO NICASIO c/ MARIO MATURANO D. y P. - RECURSO DE CASACIÓN”, 29-11-05; “GONZÁLEZ DIEGO MARTÍN y OTROS – INTERPONE ACCIÓN DE AMPARO -  RECURSO DE CASACIÓN “ 22-06-2006, entre otros)…”
En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente; debiendo destacarse que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material, de las sentencias de tribunales de grado, sino antes bien, el restablecimiento del imperio de la ley, a través de la correcta hermenéutica en atención principalmente, a consideraciones de interés público vinculadas con la seguridad jurídica, por sobre los intereses de las partes en un litigio singular.

Por lo expuesto VOTO a esta CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado, con pérdida del depósito. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, septiembre catorce de dos mil dieciséis.-

Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado, con pérdida del depósito.- 

II) Costas al recurrente vencido.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

                                                                                             ///…

///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme  Reglamento Expediente Electrónico.-  
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